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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

	
	


Radicación Nro. :
66001-31-05-001-2017-00315-01 
Referencia: 

Tutela de segunda instancia

Accionante: 
Gregorio Alberto Giraldo
Accionados: 
Administración de Impuestos de la Gobernación de Risaralda y el Banco BBVA 

Providencia: 
        
Nulidad por falta de vinculación
Pereira, doce (12) de octubre de dos mil diecisiete (2017)
1. Sería del caso resolver la impugnación formulada por el accionante frente a la sentencia proferida el 30-08-2017, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que denegó el amparo constitucional pretendido por el actor, si no fuera porque este Despacho advierte en el presente asunto una causal de nulidad que debe declararse de oficio, ante la falta de vinculación del Instituto de Movilidad de Pereira.
2. Si bien la acción de tutela se caracteriza por la sumariedad y la informalidad, es lo cierto que no es enteramente ajena a las reglas mínimas que gobiernan el debido proceso y el derecho de defensa; en especial y para el caso, las que determinan la obligación de vincular a las personas o entidades que tienen que ver con la vulneración o amenaza que se enrostra, y a los que eventualmente podrían quedar afectados en sus intereses o derechos, con las decisiones que para garantizar los derechos fundamentales se puedan llegar a tomar; es así que el art. 16 del Decreto 2591 de 1991 establece que las actuaciones surtidas dentro del trámite de tutela deben ser notificadas a las partes o intervinientes, así se garantiza a los terceros la protección de sus intereses, que pueden verse afectados con la determinación que se adopte. 
Es por ello que la Ley, previendo esa necesidad, estableció a través del Decreto 306 de 1992, artículo 4º la aplicación de los principios generales del Código de Procedimiento Civil hoy Código General del Proceso en lo que no sea contrario a dicho Decreto, el que además vela por la notificación oportuna y eficiente como la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.

La Corte Suprema de Justicia así lo ha condensado:

“Aunque la acción de tutela instituida por el Constituyente como trámite judicial para la defensa de los derechos fundamentales se caracteriza por su brevedad y sumariedad, tal mecanismo no es ajeno a las reglas del debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, dentro de las que se contempla la obligación de notificar a las partes o intervinientes las providencias que se profieran, como que así lo disponen los artículos 16 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, pues tales son las oportunidades para que dichas personas ejerzan su derecho de defensa o de impugnación.
La falta de vinculación al trámite especial de los terceros que puedan resultar afectados con la decisión está contemplada como causal de nulidad en el numeral 9º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, preceptiva que, se reitera, resulta aplicable a la acción de tutela en virtud de lo dispuesto por el artículo 4º del Decreto 306 de 1992”
.

3. El artículo 133 del Código General del Proceso consagra las causales de nulidad, entre ellas la prevista en el numeral 8 por indebida notificación de las partes y terceros; las que a pesar de ser saneables requieren declaración oficiosa cuando las personas que resulten afectadas con la nulidad no intervengan dentro del proceso.
4. Una vez revisado el trámite de tutela, se observa que la a quo no vinculó al Instituto de Movilidad de Pereira, pese a que es quien tiene en su poder el registro de novedades del vehículo con placas HSJ059, modelo 1969, necesario para conocer todo el historial del automotor, asimismo para determinar si el actor realizó alguna gestión para la cancelación de la matrícula ante ella, habida cuenta que el hecho del infortunio de hurto que alega el accionante es de 1981, además porque dicha cancelación radica en cabeza de la Secretaría  de Tránsito y Transporte del departamento, en este caso del Instituto de Movilidad de Pereira, y no de la Tesorería del departamento, pues sólo aquel tiene a cargo dicho trámite y la facultad de esclarecer también si ante él, procedió o no el actor a cancelar la mentada matrícula o si la misma también es procedente.
Así lo ha dicho la Corte Constitucional en un caso similar:

“El demandante es el actual propietario del automotor, pues a pesar de haber transferido su posesión, nunca perfeccionó la transferencia del dominio mediante la inscripción en el registro, por lo que es sujeto pasivo del impuesto sobre vehículos automotores, en consecuencia la Unidad de Rentas Departamentales está facultada legalmente para efectuar el cobro. En relación con la apreciación errónea de la prueba del hurto, no es competencia de esta dependencia administrativa pronunciarse acerca de la cancelación del registro de matrícula por hurto del automotor, pues ésta radica en cabeza de la Secretaría de Tránsito y Transporte del departamento y hasta tanto no se surta este trámite, el vehículo se encuentra matriculado y por lo tanto sigue generando el cobro de impuestos”
.
En ese orden de ideas, se configura la causal de nulidad prevista en el artículo 133, numeral 8 del C. G. del P. por falta de notificación de quienes deben integrar el contradictorio. 
5. En consecuencia se declarará la nulidad del trámite tutelar a partir de la sentencia de 15 de agosto de 2017, inclusive, a fin de que se proceda a corregir el error advertido, quedando incólume la notificación a las accionados y vinculado y las pruebas practicadas, de haberse hecho.
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Magistratura del TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CUARTA LABORAL DE PEREIRA, 
RESUELVE
PRIMERO. DECLARAR la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia de 30 de agosto de 2017, inclusive, proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva, quedando incólume la notificación a los accionados y las pruebas practicadas, de haberse hecho, por lo ya advertido.

SEGUNDO. NOTIFICAR de la presente decisión a las partes.
TERCERO. DEVOLVER por secretaría, el expediente al Despacho de origen, para que rehaga en debida forma la actuación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

Magistrada

� Sala de Casación Civil. Auto de 23-01-2013. Radicado .2012-00367-01. M.P. Arturo Solarte Rodríguez.


� Sentencia T-429 de 01-06-2006. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.
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